Carátula 


SEÑORA SECRETARIA.- Está abierto el acto. 
(Es la hora 16 y 36 minutos.) 
-Corresponde designar Presidente ad hoc, ya que el Presidente no se encuentra presente. 
SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Propongo a la señora Senadora Topolansky. 
SEÑORA SECRETARIA.- Se va a votar la moción presentada. 
(Se vota:) 
-2 en 3. Afirmativa. 
(Ocupa la Presidencia ad hoc la señora Senadora Topolansky.) 
SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 16 y 36 minutos.) 
-Dese cuenta de un asunto entrado. 
(Se da del siguiente:) 


«Nota de fecha 25 de julio de 2014, proveniente del Complejo Cooperativa Barrio Jardín, 
ubicada en la calle Osvaldo Cruz, por la que se solicita audiencia con la Comisión». 


-Dado que contamos con muy pocos datos sobre el tema, pensamos que antes de recibirlos 
sería conveniente enviar una nota a los tres organismos relacionados -es decir, el Banco Hipotecario, la 
Agencia Nacional de Vivienda y el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente- a 
fin de conocer cuál es el problema de esta cooperativa. De otra manera, no podremos dar respuesta 
ante el planteo que se nos haga. Por tanto, resolvemos el envío de esa nota. 


(Ingresan a Sala el Presidente del Congreso de Intendentes y asesores.) 


-Agradecemos la presencia de los representantes del Congreso de Intendentes, pues para 
nosotros es muy importante su opinión sobre el proyecto de ley de Directriz Nacional de Ordenamiento 
Territorial y Desarrollo Sostenible del Espacio Costero del Océano Atlántico y del Río de la Plata, que 
cuenta con media sanción. 


Para la consideración de este proyecto ya habíamos pedido la opinión del Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, y nos pareció que teníamos que escuchar 
también al Congreso de Intendentes, sobre todo en lo que hace a los departamentos costeros. 


SEÑOR BARRIOS.- Tengo un problema: me tengo que dividir, por un lado, como representante del 
Congreso y, por otro, como Intendente de Rocha. 


Este proyecto de ley tiene la característica de que se refiere a seis departamentos 
exclusivamente; es decir, tiene más características de una directriz regional del tipo de las que se 
hicieron en las distintas regiones del país, que de una ley nacional. Las directrices regionales fueron 
elaboradas en conjunto entre la Dirección Nacional de Ordenamiento Territorial y los Gobiernos 
Departamentales -con instancias de participación no solo de los Gobiernos, sino también públicas- 


aprobadas por las Juntas Departamentales y, luego, analizadas y aprobadas por el Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente con participación de la Dinot y la Dinama. 


Aquí se da un proceso completamente distinto, ya que simplemente el Ministerio propone un 
proyecto que incide en los planes que en el futuro vayan a elaborar los Gobiernos de seis 
departamentos -y no de todo el país- el que en muchos casos limita o condiciona las potestades que la 
Ley de Ordenamiento Territorial ha otorgado a las Intendencias. Y aclaro que no estamos 
pronunciándonos en contra. 


Por otra parte, una de las dificultades mayores que vemos en estas limitaciones tiene que ver 
con el hecho de que muchas de las obligaciones se imponen con carácter difuso. Es decir que se 
expresa “se debe hacer tal cosa”, o “se deben individualizar las áreas vulnerables”, pero al momento de 
elaborar un plan puede ocurrir que el funcionario al que le toca analizar ese aspecto no coincida con el 
criterio que tuvo el Gobierno Departamental para determinar las áreas vulnerables y ver si el proyecto 
las afecta o no. Se trata, por ejemplo, de establecer si la faja de protección costera debe ser de 200, 
500 o 1.000 metros. Debido a que no existe un mecanismo por el cual se establezca la forma de laudar 
el asunto, lo que sucede es que los proyectos -que pueden ser privados, individuales o de los 
Gobiernos Departamentales- van y vienen en la discusión que se da permanentemente entre 
funcionarios de un lado y de otro. No sucedería esto si hubiese directrices sobre las que se hiciera una 
discusión con la participación que mencionamos de los Gobiernos Departamentales involucrados -en 
menor o mayor medida- que, como dijimos, son seis. Es notorio que hay departamentos que están muy 
avanzados en la utilización del suelo costero y por eso la aplicación de las directrices, en algunos 
casos, va a ser imposible, tal como ocurre en Montevideo y Canelones, donde queda muy poco para 
utilizar. Por su parte, en Maldonado quedan algunas áreas que todavía están sin utilizar, lo que está 
generando cierta discusión, y todavía hay más suelo disponible en San José, Colonia y Rocha. 


Entonces, la cuestión no es que no se puedan establecer directrices sino que, si se 
establecen, debería hacerse con el proceso aplicado en otras de carácter regional, y también fijar 
criterios concretos porque, si se hace un estudio técnico, se puede decir que en tal zona el área de 
protección costera, la faja de protección, debe tener 250 metros, y que en tal otra tiene que tener 600 
metros, etcétera. Pero si decimos en general que se limitará por las áreas vulnerables, después 
tendremos una discusión interminable. Está el mecanismo, pero existe el riesgo de que funcionarios 
que no están de acuerdo con algo, o que reciben presiones de la opinión pública o de lo que sea, con 
solo decir “no estoy de acuerdo con esto”, pueden frenar todo. En ese caso, se pide un nuevo informe y 
una nueva ampliación y se terminan limitando las potestades que los Gobiernos Departamentales 
tienen, entendiendo que no deben ser ilimitadas, pero tampoco totalmente constreñidas, y mucho 
menos con normas que no son claras. Este es uno de los problemas que hay, que se corrigió bastante 
y que afectaba la Ley de Ordenamiento Territorial porque quedaban muchas cosas por definir y sobre 
las cuales se aplica el criterio de los funcionarios. No se trata de una ley en la que después va a haber 
un juez que interpreta y tiene todo el poder para hacerlo estando, además, preparado para ello. Hay 
cuestiones que terminan por definirse de acuerdo al criterio personal de quien le toque analizar el 
expediente. Pensando en voz alta, pronto se debería poder establecer algo al respecto. Sería muy 
complejo -y lo comprendo- armar una directriz poniendo de acuerdo a los seis Gobiernos 
Departamentales, con las seis Juntas Departamentales. Capaz que eso llevaría todo otro período de 
Gobierno. 


Entonces: ¿no sería posible -es una opinión personal, una idea que se me ha ocurrido- 
establecer una especie de organismo, un minitribunal, con representación de los Gobiernos 
Departamentales, de la Dirección de Ordenamiento Territorial y la Dinama, o del Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, para que cuando haya un conflicto en cuanto a la 
aplicación de estas normas, y si en determinado plazo no se llega a un acuerdo, pueda resolver? Digo 
esto porque, en definitiva, cuando hay una discusión técnica, técnicos que sostienen distintas cosas, la 
única manera de resolver ese problema es políticamente, mediante un organismo político que, si bien 
puede ser técnico, represente a las distintas partes involucradas y defina. Esto a modo de comentario 
general, introductorio. 


SEÑOR RIELLA.- A modo de complementar lo expuesto por el señor Intendente -que compartimos- 
señalamos que nos parece adecuado buscar alguna instancia que surja de las directrices para conciliar 
esos temas en los que, desde la mirada de los Gobiernos Departamentales, siempre estamos teniendo 


un conflicto muy fuerte con los organismos nacionales en cuanto al manejo ambiental y costero, sin 
dejar de lado que se comparten los principios o los motivos que alientan a la protección de esa faja. 


En los últimos años hemos adquirido experiencia en los casos de predios privados que tienen 
potencialidad para algún desarrollo turístico muy interesante, que hasta pueden desarrollar las zonas 
aledañas, y que a pesar de cumplir con las normativas y directrices departamentales -en las que 
hemos avanzado bastante; incluso, directrices en cuanto al manejo de zonas frágiles- los 
procedimientos para definir la autorización de poder hacer algo en esos lugares son muy trabajosos. 


En ese sentido, creo que comienzan a surgir opiniones subjetivas o en un matiz de blanco y 
negro sobre el hecho de que no hay que hacer nada o de que no se pueden ocupar las zonas de 
fragilidad, en lugar de conducir a los interesados a la posibilidad de llevar a cabo desarrollos con todas 
las cautelas posibles haciendo que, de alguna manera, los mismos se concreten y que, a su vez, 
permitan el desarrollo turístico residencial. Además, se comienzan a mezclar temas -lo planteábamos al 
asesor- como el de la dominialidad en el sentido de que predios que son públicos, muchas veces 
resultan ser fajas privadas. Y, por otro lado, surgen litigios en cuanto a la definición. Cuando en el 
Período anterior surgió el Programa EcoPlata -antes de llegar a este proyecto de ley- que hacía la 
síntesis, planteábamos que sería bueno que se contribuyera con este instrumento a algún organismo 
para dirimir el tema de dominialidades en la faja costera. Tenemos sendos conflictos -que no terminan 
de definirse- para cuya solución se llega a analizar documentación del Siglo XVIII, época de Vigodet, 
para definir si hay propiedad o no en determinado lugar, cosa que es muy difícil que un interesado 
entienda. Eso sucede más allá de que hay normativas -como decía anteriormente- que cautelan lo que 
se puede hacer en determinado lugar generando un paisaje adecuado. Pero cuando se trata de la zona 
costera, es muy complejo -siempre en un ámbito de diálogo y discusiones francas con los organismos 
de la Dinot y la Dinama- llegar a un acuerdo sobre qué es lo que se puede realizar. Es allí que nos 
encontramos con posiciones muy tajantes y radicales como la de que no se puede hacer nada. 


Insisto con el tema de la dominialidad porque en suelos de Maldonado se dan muchos casos 
de terrenos que aún están en el ámbito rural, y si por algún motivo se llegara a desarrollar algún 
emprendimiento, ello sería para uso de la población y el privado reduce notoriamente el área de su 
predio. Es decir que prácticamente el 80% de los predios pasa a ser público y, a su vez, se asegura la 
accesibilidad a las zonas costeras. En cambio, si esos terrenos se mantienen en el área rural, como 
ocurre en el departamento, por ejemplo, en las zonas aledañas a la boya costera, obviamente tienen 
un carácter rural que no es productivo y donde lo único que hay son fincas individuales de privados que 
tienen su propiedad hasta la costa, interfiriendo la accesibilidad. En ese caso también se mezclan 
diferentes temas porque si bien hay que resolver la accesibilidad, si se mantiene en la esfera privada y 
rural, el hombre puede alambrar y dejarnos sin acceso a la costa. 


Consideramos importante señalar el tema de la dominialidad porque no ha sido tomado en 
cuenta. Asimismo, creemos que los distintos Gobiernos Departamentales han avanzado en cuanto a 
los planteos sobre el manejo de los suelos de su territorio y creemos que pueden existir elementos de 
flexibilidad o de diálogo para solucionar en un futuro esos temas. 


SEÑOR GOROSITO.- Previo a la reunión que mantuvimos en el día de hoy con el Presidente y los 
técnicos en el ámbito del Congreso de Intendentes, preparamos un informe con una visión general - 
que elevamos a la Mesa- que, a nuestro juicio, podría constituir un aporte en este tema de la directriz. 


Es bueno tener presente que con fecha 3 de julio de 2013, los representantes de las 
Intendencias involucradas -aclaro, no el Congreso- concurrieron a la Comisión de la Cámara de 
Representantes, y allí el Intendente Barrios, acompañado de técnicos de todas las Comunas, hizo una 
exposición totalmente coincidente con la que realizó aquí. Es importante señalar que, como 
consecuencia de ello, se formularon determinadas observaciones -que luego fueron tomadas en cuenta 
por parte de la Cámara de Representantes- algunas de las cuales, básicamente, se relacionaban con 
el difícil tema de hasta dónde operamos en esta planificación territorial. El Poder Ejecutivo se ha 
empeñado bastante en crear delimitaciones físicas por el tema de la seguridad jurídica. 


Esto ha sido dicho y sostenido por el Director de Ordenamiento Territorial en cada una de sus 
comparecencias, las cuales he podido leer. En lugar de apuntar a una delimitación más técnica, 


bregaba por una delimitación física para tratar los derechos de particulares -incluso con competencia 
pública- a efectos de que hubiera una claridad en lo que se estaba practicando. En este aspecto, la 
directriz establece una fijación en base a una serie de rutas que, según lo expresado por los 
representantes del Poder Ejecutivo, más o menos coinciden con las divisorias de aguas que vienen por 
algunas cuchillas o elevaciones de terrenos. Esto, además de darle a la delimitación planteada el 
sentido de lo que implica la ruta como tal, le está dando un sentido morfológico. 


La verdad es que, de aprobarse este instrumento tal como está planteado, implicaría atribuir 
a los Gobiernos Departamentales algunas obligaciones, algunas de las cuales se insertarían en un 
marco donde podría haber lugar a estas diferencias de criterios entre los funcionarios nacionales y los 
departamentales que, a veces, son inevitables. Concretamente, quiero señalar las obligaciones que se 
derivan de los artículos 5%, 6%, 7%, 8%, 9%, 10, 11 y 12 que, imperativamente, establecen que los 
Gobiernos Departamentales deberán tomar en cuenta determinadas actuaciones en sus instrumentos. 


Con respecto al contenido general de la directriz, observo que del artículo 1% expresamente 
se excluye lo que tiene que ver con la regulación de actividades y uso del espacio que, de alguna 
manera, se delega en instrumentos posteriores. 


En realidad, queremos resaltar la idea manejada por el señor Presidente en el sentido de 
poner en la misma directriz algún instrumento o instancia posible que permita dirimir eventuales 
desacuerdos que pudieran surgir entre los Gobiernos Departamentales involucrados y el Gobierno 
Nacional, más allá de la que existe a nivel de la Ley de Ordenamiento Territorial. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Mi pregunta es, si se quiere, de carácter político-técnico. 


De aprobarse hoy este proyecto de ley tal cual está, ¿causaría un perjuicio a las Intendencias 
involucradas o les facilitaría el accionar político? Es muy concreta la pregunta, más allá de lo político. 


SEÑOR BARRIOS.- No puedo decir que cause un perjuicio, pero estoy seguro de que no facilita 
porque las obligaciones que se establecen a veces son difusas y su cumplimiento será juzgado por 
funcionarios de otros organismos. Reitero, no puedo decir que cause perjuicios, pero sí pienso que 
facilitaría si complementásemos haciendo más concretas las obligaciones o estableciendo -como lo 
mencionábamos recién- un mecanismo para que no pasemos cinco años discutiendo y el proyecto siga 
sin aprobarse. O se aprueba o se rechaza; debemos establecer un mecanismo que en algún momento 
corte con los procesos larguísimos, en los que tenemos muchas idas y venidas con respecto a dónde 
está el límite del área vulnerable, o qué es vulnerable y qué no lo es. 


Esta es mi opinión personal. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Partiendo de la base de que las seis Intendencias están preocupadas por la 
costa -por ser algo realmente importante- y habiendo escuchado lo que la delegación ha expresado, 
me hago la pregunta gruesa de si estábamos precisando un proyecto de ley o si hubiéramos podido 
resolver esto por el mecanismo que se describió. Mi duda puntual es si realmente necesitamos una ley 
nacional o si, por el contrario, podemos buscar una forma mediante la cual las seis Intendencias 
elaboren directrices, por supuesto, aprobadas por sus Juntas Departamentales y siguiendo el 
mecanismo correspondiente, con vinculación con la Dinot. Me surge esta duda a partir de los 
inconvenientes, porque creo que cosas puntuales, como clarificar la cuestión dominial, son muy 
importantes. Esos detalles se pueden ajustar, pero me parece que hay algo más global, que tiene que 
ver con saber si la ley realmente servirá. Esto es lo que creí entender. ¿Realmente sirve que exista 
este proyecto de ley? 


SEÑOR BARRIOS.- Una cosa es lo ideal y otra lo posible. Estoy seguro de que cuando la Dinot 
promovió esto, pensó en lo posible; debe de haber considerado que era complejo hacer trabajar a seis 
Intendencias juntas y que todas coincidieran en una directriz. Quizá por eso se haya inclinado por el 
proyecto de ley, que no es una mala solución. El problema es que con algo tan general estamos 
tratando en forma igual situaciones que, de pronto, son desiguales. La directriz da la posibilidad de 
establecer determinadas condiciones para el Río de la Plata, otras para una zona del Océano Atlántico 


y otras para otra zona del Océano Atlántico. Incluso, puede ser más detallada que la ley porque esta 
última tiene que ser general. Además, cuando se establecen obligaciones, no tendría que haber dudas 
al momento de juzgar si se cumplen o no. 


En definitiva, está sucediendo lo siguiente. Ya la Ley de Ordenamiento Territorial obliga a las 
Intendencias a elaborar las directrices departamentales, los planes locales y los planes parciales. 
Naturalmente, en esos planes incluyen a las costas. Para las Intendencias que tienen costa, no hay 
zona más valiosa. Normalmente, la gente cree que Rocha solo es la costa, pero es mucho más que 
eso; es más, el resto del departamento genera más producto que en la zona costera. Sin embargo, 
todos vivimos pendientes de la costa porque es una zona sensible. La sociedad humana tiende a vivir 
en la costa; hay países y continentes que se vacían porque todo el mundo quiere vivir en el área 
costera y, entonces, los que viven en el centro y no tienen mar se sienten unos desgraciados. 


Quiere decir que todos estamos preocupados por la costa, pero en cada lugar podemos tener 
distintos intereses ante diferentes circunstancias. 


Entonces, las directrices las tenemos que elaborar, y de hecho estoy seguro de que todos 
estamos haciendo planes locales para la costa; los están haciendo Rocha, Maldonado, y supongo que 
también los otros departamentos. Lo que se establece aquí es que la Dirección Nacional de 
Ordenamiento Territorial señala cómo se tienen que ajustar esos planes, porque no se puede presentar 
cualquier plan. Creo que el mecanismo para ajustarlos está en la Ley de Ordenamiento Territorial, que 
obliga a que los planes, antes de ser aprobados, tengan que ir a la Dirección Nacional de 
Ordenamiento Territorial y a la Dinama para que digan si están bien. Hace más de tres años que 
tenemos un plan que está en discusión y falta muy poco para llegar a un acuerdo. En ese proceso 
hemos ido unificando criterios y viendo qué se podía hacer y qué no. Me parece que lo que se 
pretende con este proyecto de ley es que los planes se atengan a determinadas cuestiones, 
eliminando aquella discusión. No sé si esto es mejor o peor. En todos los casos, tanto en el Gobierno 
nacional como en los departamentales, la responsabilidad depende de aquel al que le toque ejercer la 
función en un determinado momento. Los gobiernos cambian y, por lo tanto, esto depende de lo que 
piensen, del criterio que tengan, de la inclinación y de la orientación que marquen respecto a estos 
temas. No digo que la ley esté de más, pero tampoco sé si es imprescindible porque creo que el 
proceso se cumple igual, aunque un poco más trabajosamente, a través de la elaboración de los 
planes. Creo que para lograr una estandarización de los planes, los principios de aplicación deberían 
ser más concretos. De otra forma -disculpen que razone en voz alta- no vamos a adelantar respecto a 
la situación actual porque igual vamos a seguir discutiendo con la Dinot y con la Dinama cuál es el área 
vulnerable, hasta dónde llega, etcétera. 


Por lo tanto, hoy estamos discutiendo lo mismo que aquí se plantea, salvo que hubiese una 
medida concreta, para lo cual el texto tendría que ser más detallado, pero no sé si en una ley cabe 
detallar tanto porque además estamos hablando de la naturaleza que, de por sí, cambia. 


Recién estaba leyendo algo de cuando compareció el geólogo Néstor Campal a la Comisión 
de la Cámara de Representantes. Él decía que las costas retroceden y que el hombre a veces le pone 
hitos que lo único que permiten es medir a qué velocidad lo están haciendo, porque la naturaleza se los 
lleva tranquilamente por delante. Las ramblas que están en lugares donde la costa está retrocediendo, 
desaparecen. Por ejemplo, este verano vimos casos de gente que construyó contra la opinión de todo 
el mundo. En nuestro país prácticamente toda la tierra es privada, y la propiedad privada -no digo que 
esté bien o mal- es un principio que se defiende totalmente. Tuvimos casos en que no hemos permitido 
hacer una edificación en determinado lugar por creer que era inadecuado y, sin embargo, debimos 
autorizarla porque mediante un juicio se decidió que la persona tenía derecho. Como decía, en febrero 
de este año vimos caer casas nuevas porque las levantaron en lugares donde no se podían levantar, 
como por ejemplo, sobre una duna. La naturaleza, por sí misma, termina imponiéndose y mostrando 
qué es lo que corresponde y qué es lo correcto. Reitero: estoy hablando de casas totalmente nuevas, 
sin estrenar. 


Volviendo al razonamiento que estábamos haciendo, creo que vale la pena tener una ley que 
establezca mecanismos para evitar esos procesos de discusión larguísimos, a veces estériles, en los 
que estamos involucrados, que incluso implican posiciones personales de funcionarios, que no digo 


que sean del Gobierno Nacional sino de cualquiera de las partes. Gente que se para en un sitio y no se 
mueve de él siempre hay; si no existe un mecanismo para dirimir, se van a parar allí y no los va a 
mover nadie; van a permanecer en la misma discusión sin aprobar ningún plan. Esto, en definitiva, lo 
que hace es regular de qué manera se van a elaborar los planes locales de la zona de la costa. 


SEÑOR RIELLA.- Quiero avalar lo expresado por el señor Presidente del Congreso y señalar, también, 
esa diferencia de características que tienen las distintas zonas costeras. Lo interesante es profundizar 
en el conocimiento -que ya lo hay y mucho- mediante los instrumentos de que disponemos. 


Los Gobiernos Departamentales, en sintonía con los principios que mueven esta directriz y 
estos proyectos de ley, definirán de qué manera se puede utilizar o no una zona costera altamente 
valorada desde todo punto de vista. Somos conscientes de que en un tiempo la zona costera no se 
valoraba, luego sí, y ahora hay zonas con un gran potencial, que pueden ser vitales para nuestro 
departamento. A pesar de que este ha crecido ampliamente en lo urbanístico-residencial-turístico, 
todavía quedan zonas sin desarrollar. Los motivadores pueden ser ciertos focos -que no quedan 
muchos- en determinados lugares. Hay mucha costa que va a quedar sin utilizar a nivel público ni va a 
ser intervenida por el hombre, lo que permitirá llevar adelante un desarrollo urbanístico. Empleo el 
término «urbanístico» con respeto, porque soy de la escuela de que el urbanismo es algo sano y hay 
que recoger todos los elementos naturales y ambientales para que el hombre extienda sus actividades 
de una manera coherente con el ambiente. No es una palabra peyorativa, por más que muchas veces 
escuchamos que el urbanismo está destruyendo todo y queremos que no sea así. En ese sentido, 
tenemos que tratar de evitar esos riesgos que señalaba el Intendente Barrios acerca de la posibilidad 
de elaborar un proyecto de ley que empiece a generar nuevos conflictos entre los Gobiernos locales y 
el Gobierno Nacional. 


SEÑOR GOROSITO.- Cuando hacemos referencia a los otros instrumentos que podrían ser idóneos, 
nos estamos refiriendo a las estrategias o directrices regionales. Se trata de los instrumentos que están 
regulados en los artículos 12 y 13 de la ley de ordenamiento; específicamente en el artículo 13 se 
prevé que las estrategias serán elaboradas mediante un procedimiento de concertación formal entre el 
Gobierno Nacional, representado por el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, y los Gobiernos Departamentales involucrados. 


SEÑOR GRAÑA.- A lo que hace referencia el doctor Gorosito ya se hizo en el este, ya que la vieja 
confederación del este, compuesta por Rocha, Lavalleja, Maldonado, Treinta y Tres y Cerro Largo, 
tiene estrategias regionales y es cierto que eso nos llevó un tiempo bastante largo. Pero existe la 
ventaja de que cada departamento tiene distintas necesidades y realidades, lo cual permite discutir los 
principios generales. Justamente a eso se refería el Intendente Barrios. La costa de Maldonado no es 
igual a la de Rocha; quizás es la más parecida, pero no es igual, así como tampoco es igual a la de 
San José. Quizás deban regir principios generales para las costas, pero debe considerarse la 
especificidad. Por ejemplo, Rocha tiene normativas en la costa más estrictas que las nacionales, pues 
la legislación nacional dice que no se pueden hacer nuevos emprendimientos hasta 150 metros de la 
ribera, pero en Rocha se especifica que no se puede edificar hasta 200 metros de la costa. Incluso en 
zonas de arenas vivas -así se denomina- dicho retiro puede llegar a 300 metros. Es decir que la 
normativa de Rocha es más exigente que la nacional. Con esto quiero decir que los Gobiernos están 
preocupados por la protección del ambiente. No digo que haya tutelaje, pues el Parlamento 
legítimamente tiene derecho a legislar al respecto, tal como recién se mencionaba, y como Uruguay es 
uno solo, no se puede ordenar de a pedacitos el territorio. Pero hay determinadas características que 
son propias de cada región, lo cual hemos tratado de ir resolviendo porque, además, son dinámicas 
como la realidad, por lo que no se pueden incluir en un artículo de una ley. La actividad humana, que 
decimos que es la base del desarrollo, se asienta en el territorio y esa relación actividad humana- 
territorio es la que genera la cuestión ambiental que, cuando no se soluciona bien, da lugar a un 
problema ambiental; mientras tanto, no es un problema sino una cuestión que ha existido siempre 
desde que existe la actividad humana. Eso va variando región a región, por lo que debe existir un 
principio general, pero no se debe especificar qué es lo que se puede hacer. Nosotros como 
Intendencia, además de las obligaciones que implica esta ley, no podemos asumir -no digo esto 
peyorativamente- las capacidades técnicas y humanas de trabajo, determinando los componentes 
vulnerables de las presas submarinas y de los bancos de arena, tal como dice el proyecto. No sé si los 
señores Senadores se dan cuenta de la dimensión, de la responsabilidad que están poniendo en los 
Gobiernos Departamentales para que creen equipos técnicos que puedan resolver estos problemas. 


Como los instrumentos de ordenamiento pasan por el control de la evaluación ambiental de la Dinama, 
si los problemas después no están resueltos se pedirá -quizás- que se haga ese procedimiento, y así 
se vuelve a enlentecer todo el proceso de uno o dos años. Los Gobiernos Departamentales necesitan 
aplicar las normas y que la gente sepa claramente qué es lo que se puede hacer. No podemos hacer 
una parte y más adelante otro proyecto, pues necesitamos dar pautas claras a la gente. Por eso los 
planes tienen un período de revisión; no somos tan soberbios de pensar que tenemos la solución. 
Quizás en cinco años haya que sacar todas las casas de Cabo Polonio, quizás no; a veces tenemos 
que buscar soluciones alternativas, ir conciliando con los intereses privados, avanzar e ir previendo, a 
la vez, que se revea. Esto a veces resulta de tal rigidez -y lo que es peor aún, la interpretación es de 
mucha rigidez, por un tema de concesión- que dificulta el accionar de los planes, que en definitiva son 
decretos departamentales. 


(Ingresa a Sala el señor García Trovero.) 


SEÑOR TAJAM.- Escuchando a nuestros invitados queda claro que lo que se cuestiona es el Título Il 
del proyecto de ley, que refiere a los lineamientos de ordenamiento territorial del espacio costero. Allí 
se plantean definiciones complejas que en el aterrizaje de cada departamento o de cada subespacio 
costero se complica, porque no hay definiciones precisas al respecto. 


El artículo 5% señala: «deberán identificar, caracterizar y considerar los ecosistemas 
costeros», pero como no hay ninguna definición y no hacen ninguna referencia, damos por entendido 
que eso se está por construir. Lo mismo sucede con los componentes vulnerables cuando dice: 
«deberán identificar y delimitar para su debida protección, los componentes vulnerables del mismo, 
como playas, dunas» etcétera. Esto nos lleva al artículo 10 que parecía podía tener algún elemento 
más objetivo, en cuanto estaba delimitando una faja de defensa de costas, pero termina expresando: 
«extiéndase la faja de defensa de costas definida por el artículo 153 del Código de Aguas» -que creo 
era de 250 metros de la costa- (...) «hasta el límite del área definida, para los componentes vulnerables 
señalados en el artículo 6%» (...) Otra vez queda remitido a ese elemento que nuestros invitados ven en 
forma imprecisa o de difícil aplicación en tanto nos vamos moviendo por el espacio costero que define 
este proyecto de ley. Sinceramente, visto de esta manera, este Capítulo está complicado. Entonces, 
parecería que lo tenemos que estudiar más o llamar nuevamente al Ministerio que lo presentó y ver 
cómo -estas definiciones estarían afectando la efectividad que podría tener ese proyecto de ley- 
bajamos a tierra este proyecto o hacemos otro. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos a nuestros invitados por haber venido en el día de hoy. 


Nosotros vamos a tener en cuenta lo que señalaron, porque sabemos que el tema es 
complicado y, además, porque el ordenamiento territorial es relativamente nuevo en el país. Entonces, 
más vale tomarse un poco más de tiempo y, si se aprueba un proyecto, que efectivamente sirva. Mi 
gran preocupación es que se apruebe una iniciativa que solo sirva para limitar. Es evidente que 
tenemos que tener otra discusión con el Ministerio para saber hacia dónde debemos orientar esta 
iniciativa. 


SEÑOR BARRIOS.- Quiero hacer una última apreciación. 


Hay que tener en cuenta que nos piden opinión a los Gobiernos Departamentales cuando 
estamos a ocho o nueve meses de las elecciones departamentales y, por tanto, las definiciones que 
estemos dando serán a cuenta de los próximos Gobiernos porque, a esta altura, no tenemos tiempo de 
hacer un proceso de discusión en la Junta Departamental y, además, todos sabemos que tampoco hay 
ambiente. Se nos dice que todavía queda casi un año para las elecciones departamentales, pero no es 
así, el segundo domingo de mayo hay elecciones y el segundo lunes de mayo empieza la transición, 
terminó el Gobierno. Entonces, creo que se trata de un tema de responsabilidad nuestra decir 
«tratemos de no dejar cosas atadas que puedan atar a otro Gobierno» que, de pronto, puede decir 
«Qué maravilloso esto. Me parece excelente la idea» o, quizás pueda decir «Yo pienso distinto» 
Tenemos que saber que estamos ante esta situación. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos lo opinión que nos han dado los representantes del Congreso 
de Intendentes, porque en la Comisión había dudas -hoy no está el señor Senador Chiruchi que, 
quizás, como ex Intendente, podría tener una visión más práctica de algunos temas- por eso insistimos 
en tener la palabra de ustedes y no quedarnos solo con la posición del Ministerio que está muy armada 
desde el ángulo del ordenamiento territorial. Por nuestra parte, vamos a seguir trabajando y 
volveremos a comunicarnos con las autoridades del Ministerio y, si fuera necesario, les pediríamos a 
ustedes una nueva instancia en esta Comisión. 


Agradecemos una vez más la presencia del Presidente del Congreso de Intendentes y 
asesores, así como la información que nos han brindado. 


(Se retira de Sala la delegación del Congreso de Intendentes.) 


-La Presidencia sugiere que se envíe al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente la versión taquigráfica de esta sesión y que se invite a comparecer ante este Cuerpo a 
sus autoridades o, en caso de no ser posible eso, a las de la Dinot. Entiendo que tenemos más dudas 
que certezas, por lo que considero conveniente que nos demos esa instancia de hablar nuevamente 
con los representantes del Ministerio. 


(Apoyados.) 
-Se levanta la sesión. 


(Es la hora 17 y 33 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


